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RESUMEN 
 
El presente artículo busca determinar el alcance del control de legalidad que realizan los 
registradores de instrumentos públicos en la calificación de los actos presentado ante ellos para el 
respectivo registro, específicamente el control de legalidad realizado a las licencias urbanísticas, 
en su naturaleza de actos administrativos envestidos de todas sus particularidades, entre ellas, 
especialmente de presunción de legalidad. Con este propósito se analizaran las dos posiciones 
doctrinales predominantes que existen respecto al tema; una primera visión que podemos clasificar 
como una visión amplia y extensiva, la cual considera que aquel control de legalidad que realizan 
los registradores de instrumentos públicos recae tanto en la forma extrínseca como en la sustancia 
de los actos sometidos a registro; la otra visión considera que ese control de legalidad únicamente 
recae sobre las formas extrínsecas de los documentos por cuanto el control sobre el fondo de los 
actos es competencia exclusiva de la jurisdicción, sea esta ordinaria o contenciosa administrativa. 
Finalmente y posterior a tomar posición por alguna de las visiones expuestas, se expondrán algunas 
consecuencias prácticas y jurídicas que traería la aplicación de un control de legalidad sobre la 
forma y la sustancia de los actos. 
 
Palabras claves: Principio de legalidad, calificación registral, licencias urbanísticas, presunción 
de legalidad. 
 
ABSTRACT 
 
 
This article attempts to determine the extent of the control of legality that Recorders of Public 
Instruments exert when qualifying the legal acts presented to them for the corresponding 
registration; specifically the control of legality over Urban Licenses from administrative acts by 
nature. Bearing this purpose in mind, the two position doctrines, which predominantly refer to this 
topic, are analyzed. The first point of view, which we can classify as broad and extensive, considers 
that the control of legality exerted by Recorders of Public Instruments falls on both the extrinsic 
supporting documents and on the intention of the legal acts submitted for registration, while the 
second point of view considers that the control of legality falls only on the extrinsic forms of the 
documents submitted since the control of the intention of the legal acts falls exclusively on the 
corresponding jurisdiction, be it ordinary or judicial. Finally, after taking a position on one of the 
two described points of view, some practical and legal consequences, derived from the exertion of 
a control of legality over the supporting documents and intention of the legal acts, are set out. 
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INTRODUCCIÓN 
 
En Colombia el registro de la propiedad inmueble está reglamentado por la Ley 1579 de 2012, 
en ella se consagra, entre otros temas, los principios, fines y objetivos del sistema registral 
colombiano, los actos objeto de registro, las etapas del proceso de registro y los funcionarios 
encargados de realizar dicho procedimiento; dentro de estos asuntos, el presente artículo fija su 
atención en uno de los principios que regulan el registro de la propiedad inmueble en Colombia, 
el principio de legalidad en materia registral y su materialización en el proceso de “calificación”, 
es decir, se busca determinar el verdadero alcance del control de legalidad que la Ley 1579 de 
2012 le atribuyó a los registradores de instrumentos públicos. 
 
Para esto, dentro del gran número de actos que se presentan ante los registradores de instrumentos 
públicos centraremos nuestra atención en las licencias urbanísticas, partiendo de su definición y 
caracterización como actos administrativos a través de los cuales se autoriza la intervención 
urbanística de cualquier bien inmueble en nuestro país, velando por el cumplimiento de toda la 
normatividad aplicable en la materia. 
 
Una vez en firme y materializadas estas licencias, las mismas son elevadas a escritura pública 
para finalmente ser presentadas ante la oficina de registro de instrumentos públicos para su 
respectivo registro, una vez radicadas en dicha oficina, el registrador de instrumentos públicos, 
siguiendo la competencia y el procedimiento establecido en la Ley 1579 de 2012, procede a 
calificar el acto que se le presenta para posteriormente, si así lo considera, registrar el acto en la 
matrícula inmobiliaria correspondiente o en caso contrario negar el registro del documento. 
 
En el caso de las licencias urbanísticas, a pesar de que estas son expedidas por el funcionario 
competente quien en cumplimiento de su deber, se presume, verificó que aquel acto esté acorde 
con el ordenamiento nacional, constantemente los registradores de instrumentos públicos, bajo 
el amparo del principio de legalidad (Ley 1579 de 2012, artículo 3) y su materialización a través 
de la calificación del instrumento (Ley 1579 de 2012, artículo 16), inadmiten la inscripción de 
aquellas licencias por asuntos tan diversos como: incumplimiento del área mínima de 
subdivisión, mayores índices de construcción, mayores índices de ocupación, etc., asuntos todos 
que en últimas fueron aprobados por el funcionario competente y en consecuencia han otorgado 
al titular de aquella licencia el derecho de intervenir su predio en los términos allí establecidos, 
pero que en razón al control de legalidad sustancial que realizan algunos registradores de 
instrumentos públicos se encuentran en la práctica con un acto ya materializado, es decir, ya 
realizada la obra aprobada en la licencia pero que por la calificación “sustancial” realizada por 
el registrador de instrumentos públicos no puede ser registrado. 
 
Como resultado del panorama descrito anteriormente, en la realidad nos encontramos con 
proyectos urbanísticos totalmente desarrollados que pueden ir desde la remodelación de una 
vivienda familiar hasta la construcción de una urbanización, pero que por razones de una visión 
amplia y extensiva que algunos registradores de instrumentos públicos asumen respecto al 
control de legalidad establecido en la Ley 1579 de 2012 no pueden registrar dichos actos. 
 
Conscientes y testigos de la infinidad de consecuencias que la anterior situación acarrea para los 
titulares de aquellas licencias, entre otras situaciones, los litigios que de allí pueden derivarse 
entre los particulares y las oficinas de registro de instrumentos públicos—el Estado—, el presente 
artículo busca determinar el verdadero alcance del control de legalidad que tienen los 
registradores de instrumentos públicos respecto de los actos que son sometidos a registro, 
específicamente frente a las licencias urbanísticas que como lo ejemplarizamos son objeto de 
devoluciones por parte de las oficinas de registro de instrumentos públicos por asuntos que van 
desde la forma de aquellos actos hasta la sustancialidad de los mismos. 
 
La determinación del verdadero alcance del control de legalidad de los registradores públicos nos 
permitirá establecer claramente si en los casos en los cuales los registradores califican 
sustancialmente las licencias urbanísticas que son presentadas para ser registradas estamos frente 
a una extralimitación de funciones del registrador o si por el contrario un control de legalidad 
sustancial sobre aquellos actos es competencia de estos funcionarios, quienes entonces, se debe 
entender, ejercen control de legalidad sobre la forma y la sustancia de los actos objeto de registro, 
no solo sobre las licencias urbanísticas, puesto que si bien el presente artículo se refiere 
únicamente a estos actos, la competencia establecida por el Estatuto registral recaería sobre todos 
los actos sometidos a registro. 
 
Con el objetivo anteriormente descrito, el primer capítulo de nuestro artículo comienza haciendo 
una mirada a la naturaleza jurídica de las licencias urbanísticas, sus principios y principales 
características, en él se analiza la doctrina y la jurisprudencia de las altas cortes colombianas 
respecto a la caracterización y los principios de los actos administrativos; entre estos principios 
fijaremos la atención en la presunción de legalidad de que gozan todos los actos administrativos, 
la naturaleza de esta presunción y la forma y funcionarios competentes para desvirtuarla. 
Revisaremos también la normatividad específica que regula las licencias urbanísticas, 
especialmente la Ley 388 de 1997 y el Decreto Nacional 1077 de 2015, delimitaremos el 
concepto de ‘Licencia Urbanística’, determinaremos los funcionarios y/o particulares con 
funciones públicas competentes para la expedición de estas licencias y los derechos que estas 
conceden a sus titulares. 
 
Establecida la naturaleza jurídica de las licencias urbanísticas, su definición, sus principales 
características y los principios que las regulan, el segundo capítulo abordará en detalle el control 
de legalidad y la función calificadora de los registradores de instrumentos públicos establecida 
en la Ley 1579 de 2012, examinaremos las dos principales visiones que existen respecto al tema, 
esto es, una visión que considera que el control de legalidad de los registradores de instrumentos 
públicos recae sobre las formas y el fondo de los actos sometidos a registro, en respaldo a esta 
visión revisaremos la postura de la Superintendencia de Notariado y Registro y la jurisprudencia 
que apunta en esta dirección; de otra parte examinaremos la visión que considera que el control 
de legalidad de los registradores de instrumentos públicos recae únicamente sobre las formas 
extrínsecas de los actos y no sobre el fondo de los mismos, para lo cual se analizaran dos 
sentencias de unificación que fijan esta posición. 
 
Por último, una vez se haya fijado nuestra posición respecto al alcance del control de legalidad 
de los registradores públicos, el tercer capítulo de nuestro artículo se encarga de señalar algunas 
consecuencias prácticas y jurídicas de una visión amplia y extensiva del control de legalidad, 
tanto para los titulares de las licencias urbanísticas como para los registradores de instrumentos 
públicos quienes por razones obvias, ante una visión amplia y extensiva del control de legalidad 
que realizan, en esa misma medida tendrán una mayor responsabilidad en el desarrollo de su 
función. 
  
NATURALEZA JURÍDICA DE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS 
 
De acuerdo al artículo 99 de la Ley 388 de 1997 y el artículo 2.2.6.1.2.3.5 del Decreto Nacional 
1077 de 2015, las licencias urbanísticas son actos administrativos de carácter particular y concreto 
expedidos por los curadores urbanos—en aquellos municipios o distritos donde exista esta 
figura—o los secretarios de planeación municipal en los municipios donde no existan curadurías 
urbanas, a través de los cuales, de manera previa, se autoriza la realización de obras de 
urbanización y parcelación de predios, de construcción y demolición de edificaciones, de 
intervención y ocupación del espacio público y loteo o subdivisión de predios.  
 
Pese a la sencilla y clara definición legal respecto a la clasificación de estos actos administrativos, 
la jurisprudencia del Consejo de Estado ha definido las licencias urbanísticas de dos formas que 
aunque muy similares, no son exactas, primeramente las definió como actos administrativos 
mixtos, entendidos como aquellos actos “dirigido(s) a un sujeto individual o colectivo identificado 
con efectos para una pluralidad identificable”1, posteriormente, el mismo alto Tribunal2 se apegó 
más a la definición legal de licencias urbanísticas y ha dicho que ellas son actos administrativos 
de carácter particular y concreto pero con implicaciones que interesan a la comunidad en general, 
definición esta última a la cual nos acogemos, especialmente reconociendo que las licencias 
urbanísticas conceden a sus titulares el legítimo derecho a urbanizar, parcelar, construir y lotear 
sus inmuebles en los términos establecidos en ellas y que en su calidad de actos administrativos 
gozan de presunción de legalidad, como veremos más adelante, desvirtuable únicamente por los 
jueces de la República. 
 
En consideración a su condición de actos administrativos, las licencias urbanísticas son regidas 
por los principios establecidos por la Ley 1437 de 2011 para esta clase de actos, entre estos 
principios nos interesa especialmente la presunción de legalidad de los actos administrativos, la 
cual ha sido definida y justificada por la jurisprudencia nacional en los siguientes términos: “Como 
expresión del poder estatal y como garantía para los administrados, en el marco del Estado de 
Derecho, se exige que el acto administrativo esté conforme no sólo a las normas de carácter 
constitucional sino con aquellas jerárquicamente inferiores a ésta. Este es el principio de legalidad, 
fundamento de las actuaciones administrativas, a través del cual se le garantiza a los administrados 
que en ejercicio de sus potestades, la administración actúa dentro de los parámetros fijados por el 
Constituyente y por el legislador, razón que hace obligatorio el acto desde su expedición, pues se 
presume su legalidad.”3, en palabras sencillas la presunción de legalidad cubre a los actos de la 
administración con una apariencia de legalidad, es decir, se debe presumir que los mismos han 
sido expedidos en cumplimiento de toda la normatividad aplicable y en consecuencia dichos actos, 
una vez en firme, deben ser acatados por todas las personas, jurídicas y naturales, incluyendo la 
misma administración, hasta tanto dicha presunción no sea desvirtuada por un juez de la República. 
 
                                                          
1 Concepto de 2 de junio de 2005, emitido por la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado 
2 Consejo de Estado. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Magistrado Ponente: Marco Antonio Velilla Moreno. 
3 Corte Constitucional. Sentencia C-1436 de 25 de octubre de 2000. Magistrado Ponente: ALFREDO BELTRÁN SIERRA 
Como consecuencia de esta presunción de legalidad4, los actos administrativos están llamados a 
producir los efectos y otorgar los derechos en ellos contenidos hasta tanto dicha presunción de 
legalidad no sea desvirtuada por el órgano y/o funcionario competente, los jueces administrativos, 
es decir, una vez en firme el acto administrativo, indistintamente de los vicios de los cuales se 
“considere” que adolece, únicamente un juez administrativo podrá referirse y desvirtuar dicha 
presunción de legalidad; así lo estableció claramente la Corte Constitucional en la sentencia C-
1436 de 2000 al establecer:  
 
“Así, la confrontación del acto con el ordenamiento jurídico, a efectos de determinar su 
correspondencia con éste, tanto por los aspectos formales como por los sustanciales, la ejerce, 
entre nosotros, el juez contencioso, que como órgano diverso a aquel que profirió el acto, posee la 
competencia, la imparcialidad y la coerción para analizar la conducta de la administración y 
resolver con efectos vinculantes sobre la misma. 
 
(…) 
 
Dentro de este contexto, considera esta corporación que la facultad que tiene el Estado, a través de 
la jurisdicción, para confrontar las actuaciones de la administración con el ordenamiento 
constitucional y legal normativo, a efectos de determinar si éstas se ajustan al principio de 
legalidad que les es propio, es competencia exclusiva de la jurisdicción…”5 
 
Dicha presunción de legalidad y su correspondiente forma de ser desvirtuada por la jurisdicción 
contenciosa administrativa encuentra justificación en algunas de las características de los actos 
administrativos, entre ellas, la ejecutividad, entendida como “la obligatoriedad, derecho a la 
exigibilidad y deber de cumplimiento que el acto comporta a partir de su notificación”6; la 
ejecutoriedad definida por el profesor DROMI como: “…la atribución que el ordenamiento 
jurídico, en forma expresa o razonablemente implícita, reconoce a la autoridad con funciones 
administrativas para obtener el cumplimiento del acto”; la obligatoriedad, definida por la Corte 
Constitucional como “…la necesidad de acatamiento de los efectos jurídicos que se generan a 
consecuencia del mismo. Abarca tanto a los terceros como al propio ente público y a los demás. 
Esta obligatoriedad, de manera alguna se restringe en cuanto a su aplicación a los administrados, 
                                                          
4 Ley 1437 de 2011. Artículo 88. Presunción de legalidad del acto administrativo. Los actos administrativos se 
presumen legales mientras no hayan sido anulados por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Cuando 
fueren suspendidos, no podrán ejecutarse hasta tanto se resuelva definitivamente sobre su legalidad o se levante 
dicha medida cautelar. 
5 Corte Constitucional. Sentencia C-1436 de 2000. Magistrado Ponente: ALFREDO BELTRÁN SIERRA. 
6 Dromi, Roberto. El Acto Administrativo. Ediciones Ciudad Argentina. (2000). 
por el contrario, tal exigencia se extiende a la administración”7 y por último, encontramos el 
concepto de “estabilidad” del cual nos habla el profesor ROBERTO DROMI en su obra ya 
citada—El Acto Administrativo—donde la define como: “…la prohibición de revocación en sede 
administrativa de los actos que crean, reconocen o declaran un derecho subjetivo, una vez que han 
sido notificados al interesado, salvo que se extinga o altere el acto en beneficio del interesado.” 
Esta última característica o concepto del que nos habla el profesor argentino resulta de lo más 
relevante para el problema jurídico que nos ocupa, pues esta sería precisamente una de las 
características que más se vería vulnerada si se aceptase que los registradores de instrumentos 
públicos tienen la competencia para hacer un control de legalidad o una “calificación” sustancial 
de las licencias urbanísticas. 
 
En resumen podemos decir que los actos administrativos buscan y tienen la fuerza vinculante para 
producir los efectos contenidos en ellos y con este propósito están investidos de una presunción 
de legalidad que hasta tanto no sea desvirtuada estos actos producen los efectos en ellos 
contenidos. 
 
Como ampliamente lo resaltan los diferentes tratadistas y la jurisprudencia nacional, la presunción 
de legalidad del acto administrativo tiene su justificación en la necesidad de seguridad jurídica que 
requieren los actos de la administración y la correspondiente seguridad jurídica que de igual forma 
necesitan los administrados con el fin de tener certeza sobre lo creado o modificado por el Estado 
a través de sus actos que una vez en firme necesitan tener la contundencia de ser obedecidos hasta 
tanto no sean desvirtuados por la jurisdicción de lo contencioso administrativo, lo contrario sería 
el caos, la inestabilidad jurídica, la desconfianza en la administración, la controversia, por esta 
razón se considera que la presunción de legalidad es un asunto de conveniencia pública, que a la 
vez que busca estabilidad a las decisiones de la administración, le brinda seguridad al administrado 
respecto de las situaciones favorables creadas o modificadas a través de aquellos actos. 
 
En el caso específico de las licencias urbanísticas esta seguridad está claramente reconocida en 
favor de los titulares de aquellos actos quienes una vez en firme las licencias tienen el derecho de 
desarrollar sus proyectos urbanísticos acorde a lo autorizado y establecido en la licencia, así lo 
determina expresamente el artículo 2.2.6.1.2.3.3 del Decreto 1077 de 2015, que en relación con 
los efectos de las licencias señala: “Efectos de la licencia. De conformidad con lo dispuesto en el 
literal a) del artículo 5° del Decreto-ley 151 de 1998, el otorgamiento de la licencia determinará la 
adquisición de los derechos de construcción y desarrollo, ya sea parcelando, urbanizando o 
                                                          
7 Corte Constitucional. Sentencia C-355 de 1995.  Magistrado Ponente: ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO 
construyendo en los predios objeto de la misma en los términos y condiciones expresados en la 
respectiva licencia.”. 
 
Sin embargo, no significa lo anterior que la presunción de legalidad de los actos administrativos, 
entiéndase acá, las licencias urbanísticas, sea una presunción absoluta, “juris et jure”, todo lo 
contrario, aquella presunción, resalta el profesor DROMI “…es indiscutiblemente una presunción 
legal relativa, provisoria, transitoria, calificada clásicamente como “juris tantum”, que puede ser 
desvirtuada por el interesado demostrando que el acto contravierte el orden jurídico.”, solo que no 
puede ser desvirtuada por cualquier funcionario ni a través de cualquier procedimiento, nuestro 
legislador, en el sabio entendimiento de la necesidad de seguridad jurídica que requieren los actos 
de la administración y consecuentemente los administrados en sus relaciones con el Estado, le 
confirió dicha competencia exclusivamente a los jueces contenciosos, quienes en nuestro sistema 
son los encargados de resolver, por justicia rogada, las acciones que atacan la legalidad de aquellos 
actos, previo el agotamiento de los recursos en sede administrativa de los cuales únicamente 
diremos que son resueltos por los mismos funcionarios que expidieron las licencias urbanísticas—
curadores urbanos o secretarios de planeación—para el caso del recurso de reposición o por los 
superiores jerárquicos de aquellos para el caso del recurso de apelación.8 
 
Como lo señala el profesor SANTOFIMIO9: “El Consejo de Estado, al ocuparse de esta 
presunción, señala que la misma le concede al acto administrativo—general o particular—
obligatoriedad, inoperatividad y oponibilidad, mientras dicha presunción no sea desvirtuada 
mediante el ejercicio de las acciones pertinentes y el mismo sea declarado nulo por los tribunales 
competentes. Precisamente, las decisiones administrativas tienen vida jurídica, mientras no sean 
anuladas o suspendidas por la jurisdicción contenciosa administrativa.10  
 
…es de competencia de la jurisdicción contenciosa desvirtuar cualquier duda sobre la legalidad 
que ampara toda decisión de la administración.” 
 
                                                          
8 Respecto a los funcionarios competentes frente a los recursos en sede administrativa de las licencias urbanísticas 
se puede consultar. Consejo de Estado. 28 agosto de 2014. Radicación número: 76001-23-31-000-2004-02807-01. 
Consejero Ponente: Marco Antonio Velilla Moreno 
9 Santofimio Gamboa, Jaime. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo II. Universidad Externado de Colombia. 
(2003) 
10 Cita original. Esta ha sido una posición reiterada de la corporación a través de su historia, entre otras en las 
siguientes providencias: 25 de noviembre de 1961; 30 de marzo de 1967, GABRIEL ROJAS ARBELÁEZ; 19 de mayo de 
1975, CARLOS PORTOCARRERO MUTIS. 
Dicho lo anterior resta por mencionar que con el fin de que aquellos actos administrativos—
licencias urbanísticas—cumplan con toda la normatividad aplicable, en un claro ejemplo de la 
descentralización por servicios11, la legislación nacional, específicamente el Decreto Nacional 
2150 de 1995 y posteriormente la Ley 388 de 1997 crearon y reglamentaron la figura del Curador 
Urbano quien de acuerdo a estos cuerpos normativos tiene la función de estudiar, tramitar, expedir 
y/o negar las licencias urbanísticas en aquellos municipios y/o distritos que cumplan con los 
requisitos para la creación de esta figura. Así mismo, al lado de aquellos particulares con funciones 
públicas—curadores urbanos—creados por el Decreto 2150 de 1995, la legislación nacional le ha 
otorgado esta competencia de estudiar, tramitar, expedir y/o negar las licencias urbanísticas a los 
secretarios de planeación municipal y/o distrital, es decir, en Colombia existen dos figuras con 
competencia para dicha función pública; Los Curadores Urbanos y/o Los Secretarios de 
Planeación, quienes a pesar de algunas diferencias en cuanto a su naturaleza, vinculación con el 
Estado, etc., no levantan la menor controversia respecto a la exclusiva competencia que tienen 
para el estudio, trámite, negación y/o expedición de las licencias urbanísticas en cumplimiento de 
las normas urbanísticas vigentes. 
 
En conclusión podemos señalar que las licencias urbanísticas son actos administrativos de carácter 
particular y concreto pero con implicaciones que interesan a la comunidad en general, expedidos 
por los curadores urbanos y/o secretarios de planeación municipal quienes en cumplimiento de su 
función pública deben garantizar que aquellas licencias cumplan con toda la normatividad 
urbanística vigente, es decir, estén acordes al bloque de legalidad y en consecuencia, una vez en 
firme gocen de la presunción de legalidad de los actos de la administración hasta tanto un juez 
contencioso administrativo no desvirtúe dicha presunción, competencia que como vimos y 
ampliamente ha sido ratificado por la jurisprudencia nacional, en nuestro sistema jurídico es de 
exclusividad de los jueces de la República y a ningún otro funcionario le ha sido asignada esta 
competencia de “revisión sustancial” de los actos administrativos. 
 
ALCANCE DEL CONTROL DE LEGALIDAD DE LOS REGISTRADORES DE 
INSTRUMENTOS PÚBLICOS 
 
De acuerdo con la Ley 1579 de 2012—Estatuto Registral Colombiano—el registro de la propiedad 
inmueble en Colombia es un servicio público prestado por el Estado por funcionarios denominados 
registradores de instrumentos públicos quienes en cumplimiento de su función deben seguir los 
                                                          
11 Descentralización por servicios: Otorgamiento de competencias o funciones de la administración a particulares 
para que las ejerzan en nombre de ella. Rodríguez Rodríguez, Libardo. Estructura del Poder Público en Colombia. 
Temis. Undécima Edición (2009) 
principios de: Rogación; Especialidad; Prioridad o rango; Legalidad; Legitimación y; Tracto 
Sucesivo. 
 
En cuanto al principio de legalidad y su materialización a través de la actividad calificadora12 que 
realizan los registradores de instrumentos públicos, el Estatuto Registral nos indica: “Solo son 
registrables los títulos y documentos que reúnan los requisitos exigidos por las leyes para su 
inscripción”13, señalando además que la calificación es el procedimiento a través del cual se realiza 
un análisis jurídico a los documentos para comprobar que reúna las exigencias de ley para acceder 
a registro. En torno a estos dos conceptos, el principio de legalidad y la función calificadora de los 
registradores de instrumentos públicos surge la discusión y problemática que motivan y justifican 
el desarrollo del presente artículo en el cual se busca establecer claramente el alcance de aquel 
principio y sus límites en la actividad calificadora, específicamente en la calificación o control de 
legalidad que las oficinas de registro de instrumentos públicos realizan a las licencias urbanísticas, 
tomando en consideración, como ya lo vimos, la presunción de legalidad de la que gozan aquellos 
actos administrativos y los principios y características que los definen: (presunción de legalidad, 
ejecutividad, ejecutoriedad, estabilidad, entre otros.) 
 
En torno al alcance del control de legalidad y la función calificadora que realizan los registradores 
de instrumentos públicos existen por lo menos dos posiciones doctrinales; una que considera que 
aquel principio establecido por el literal d del artículo 3° de la Ley 1579 de 2012 y su 
materialización a través de la actividad calificadora han facultado a los registradores de 
instrumentos públicos para realizar un control formal y sustancial de los actos sometidos a registro, 
en otras palabras, interpreta esta posición que los registradores de instrumentos públicos en su 
función calificadora y en aras del principio de legalidad tienen la competencia para referirse sobre 
la formalidad y la sustancialidad de los actos sometidos a registro; por otra parte encontramos la 
posición que considera que el control de legalidad que realizan los registradores de instrumentos 
públicos a través de su función calificadora está limitada a las formas extrínsecas de los actos 
sometidos a registro, cuidando y resguardando principalmente que aquellos actos cumplan con las 
leyes de registro, más no, como lo interpreta la otra vertiente, con todas las normas sustanciales 
que debieron tenerse en consideración para la formación y existencia de aquellos actos, para esta 
segunda posición no es función ni competencia de los registradores de instrumentos públicos 
referirse sobre la sustancialidad de los actos, pues estos funcionarios no pueden convertirse en una 
especie de instancia de verificación sustancial de los actos que son sometidos a registro—para 
nuestro especifico caso, de las licencias urbanísticas. 
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En apoyo de la primera posición encontramos parte de la poca literatura que se ha ocupado del 
tema, la cual, infortunadamente, ha sido escrita antes de la Ley 1579 de 2012; dentro de esta postura 
se encuentra la serie “Didácticas ciudadanas notariales y de registro de instrumentos públicos” en 
la cual la Superintendencia de Notariado y Registro14 del año 2004 fijó su posición al respecto, 
posición que a pesar de remitirse al Decreto 1250 de 1970—anterior Estatuto Registral— y de 
contar ya con más de 10 años de publicada, constantemente se ve replicada en posteriores 
resoluciones expedidas por aquella superintendencia a través de las cuales se han resuelto recursos 
de apelación frente a notas devolutivas de los registradores de instrumentos públicos; así mismo, 
en respaldo de esta visión de un control de legalidad amplio y extensivo—como nos permitiremos 
llamar de forma didáctica a esta posición doctrinal—encontramos la sentencia T-488 de 201415 en 
la cual, a pesar que la Corte Constitucional no señala expresamente que los registradores de 
instrumentos públicos realizan un control de legalidad sustancial, dicha sentencia reconoció que 
estos funcionarios tienen la función de realizar un examen del instrumento tendiente a comprobar 
si reúne las exigencias formales de ley, con la facultad incluso de desatender la decisión de un juez 
de la República.  
 
Volviendo sobre la literatura que mencionáramos la cual resulta de suma importancia puesto que 
deja ver la visión institucional de la Superintendencia de Notariado y Registro más predominante 
frente al tema que nos ocupa, encontramos ilustrativa la conceptualización que al respecto nos trae 
la cartilla “El registro de instrumentos públicos. Principios básicos. La calificación”, publicada por 
aquella institución en el año 2004 y en la cual aquella entidad conceptúa:  
 
“…la calificación… 
 
En derecho inmobiliario, se considera como la necesidad de someter a un examen previo, acerca 
de su validez y eficacia, los títulos que se presentan para ser inscritos en el registro de la propiedad. 
En la práctica jurídica, el principio de legalidad se confía a la calificación que los registradores 
deben hacer a los títulos presentados, para declararlos perfectos o admisibles o para rechazarlos 
por contener defectos subsanables o insubsanables. 
… 
La calificación se compone de dos elementos: 
 
                                                          
14 Superintendencia de Notariado y Registro. El Registro de Instrumentos Públicos. Principios Básicos. La Calificación 
Registral. (2004) 
15 Corte Constitucional. Sentencia T-488 de 9 de julio de 2014. Magistrado Ponente: JORGE IVÁN PALACIO PALACIO 
- El examen del instrumento público tendiente a comprobar si cumple las exigencias formales de 
ley, y 
 
- La calificación propiamente dicha, donde se aplica el derecho y se vigila el cumplimiento de los 
requisitos de fondo. 
… 
Este principio denominado también de legalidad, consiste en que todo documento, al ingresar al 
Registro Público de la Propiedad, dentro de su procedimiento de inscripción, debe ser examinado 
por el registrador en cuanto a sus elementos de existencia y validez, es decir, si satisface todos los 
requisitos legales que para su eficacia exijan los ordenamientos jurídicos”16 
 
Como se puede observar, sin entrar en la discusión amplia y profunda respecto a los conceptos de 
existencia o validez de los actos administrativos y las diferentes posiciones doctrinales al respecto, 
lo que evidencia la anterior conceptualización de la calificación y el principio de legalidad es que 
para la Superintendencia de Notariado y Registro, el control de legalidad que ejercen los 
registradores de instrumentos públicos es amplio y extensivo, reducido no solo a las formas de los 
instrumentos sometidos a registro sino que va más allá, hasta la sustancialidad de los actos y los 
elementos relacionados con su existencia y validez, como claramente lo afirma, en su concepción 
la calificación está compuesta de dos elementos, la calificación de las formas y del fondo del acto—
calificación sustancial—. 
 
En esta misma línea doctrinal encontramos la sentencia T-488 de 2014 de la Corte Constitucional 
en la cual el alto tribunal deja ver una afinidad de su parte con una visión amplia del control de 
legalidad de los registradores de instrumentos públicos, sentencia que a su vez es frecuentemente 
referida por algunos funcionarios para fijar su posición y motivar algunos actos administrativos 
producto del control de legalidad y su actividad calificadora cuando se les presentan licencias 
urbanísticas para su respectivo registro, en aquella oportunidad dijo el alto tribunal: 
 
“Al respecto, es necesario precisar que la labor del registrador constituye un auténtico 
servicio público17 que demanda un comportamiento sigiloso. En esta medida, corresponde 
al funcionario realizar un examen del instrumento, tendiente a comprobar si reúne las 
exigencias formales de ley. Es por esta razón que uno de los principios fundamentales que 
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sirve de base al sistema registral es el de la legalidad, según el cual ‘[s]olo son registrables 
los títulos y documentos que reúnan los requisitos exigidos por las leyes para su 
inscripción’ (Cursiva original) 
 
…como responsable de la salvaguarda de la fe ciudadana y de la publicidad de los actos 
jurídicos ante la comunidad, el registrador ejerce un papel activo, calificando los 
documentos sometidos a registro y determinando su inscripción de acuerdo a la ley, y en 
el marco de su autonomía. 
 
En casos como el presente, incluso la decisión de un juez de la República, formalmente 
válida, puede ser desatendida por el funcionario responsable cuando este advierte que la 
providencia trasgrede abiertamente un mandato constitucional o legal inequívoco.”18 
 
Como se observa, esta posición considera que el control de legalidad de los registradores de 
instrumentos públicos no se reduce a las formas de los instrumentos sometidos a registro sino que 
va hasta la sustancialidad de los mismos, llegando incluso a devolver el registro de una sentencia 
dictada con la autonomía de los jueces de la República y la institución de cosa juzgada, lo que a 
todas luces es un amplísima visión del control de legalidad, muy a pesar que la misma ley 1579 de 
2012 contempla la moderna figura de la “suspensión del trámite de registro a prevención” y la 
“ratificación” establecido por el artículo 18 del Estatuto, que en palabras más o palabras menos 
establece la posibilidad de que el registrador de instrumentos públicos, como claramente lo dice el 
nombre de la figura, suspenda el registro a prevención, con el fin de que el funcionario judicial o 
administrativo con funciones judiciales, ratifiquen sus actos cuando el registrador considere que 
aquellos no se ajustan a derecho. Figura que consideramos de los más ingeniosa frente a estos 
casos en los cuales el registrador en su función calificadora encuentra, lo que en su criterio jurídico 
considera una irregularidad, pero que de todas formas respeta la competencia de cada uno de los 
funcionarios, razón por la cual si los funcionarios judiciales o administrativos con funciones 
judiciales ratifican su acto, el registrador en respeto de las distintas instituciones de cosa juzgada, 
autonomía de los funcionarios, competencia, etc., tendrá que registrarla con la debida anotación 
de ser producto de la ratificación del funcionario que expidió el acto, infortunadamente esta figura 
aplica únicamente para los actos emitidos por los jueces de la república o las autoridades 
administrativas con funciones judiciales. 
 
En resumen, esta postura doctrinal considera que los registradores de instrumentos públicos,  
siguiendo el principio de legalidad y en la materialización del mismo a través de la función 
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calificadora, tienen competencia para referirse sobre las formas extrínsecas y de fondo de los actos 
sometidos a registro, teniendo la facultad incluso de negar el registro de sentencias judiciales que 
en su criterio jurídico encuentren no ajustadas a derecho, situación que igualmente puede ocurrir, 
de acuerdo a esta postura, con cualquier acto sometido a registro sea por razones de forma o de 
fondo que el registrador reproche en su función calificadora. 
 
Por otra parte, quienes consideran que el control de legalidad y la función calificadora de los 
registradores de instrumentos públicos corresponde a un control sobre las formas extrínsecas de 
los documentos, especialmente tratándose de actos administrativos que gozan de presunción de 
legalidad, como lo son las licencias urbanísticas—posición que encontramos la más ajustada a la 
función registral—respaldan su posición en distintos aspectos, primeramente acuden al espíritu 
mismo de la Ley 1579 de 2012 y la finalidad y objetivos del sistema registral en Colombia, así 
mismo encuentran sustento jurisprudencial en las recientes sentencias tanto del Concejo de Estado 
como de la Corte Constitucional quienes a través de sentencias de unificación han establecido que 
el control de legalidad de los registradores de instrumentos públicos recae sobre las formas 
extrínsecas de los instrumentos y no sobre su sustancialidad. 
 
El espíritu y finalidad del sistema registral en Colombia plasmado en la Ley 1579 de 2012, así 
como la armonía entre este sistema y algunos principios legales como los principios contemplados 
en la Ley 1437 de 2011 respecto a los actos administrativos y la exclusiva competencia de 
desvirtuar su legalidad—sobre lo cual tuvimos la oportunidad de referirnos someramente en el 
primer capítulo—delimitan y ajustan el control de legalidad de los registradores de instrumentos 
públicos a su función registral, sin ampliarlo o extenderlo a una especie de instancia final de control 
de legalidad sustancial sobre la legalidad de los actos que se someten a su registro. Así lo consideró 
el Consejo de Estado en la sentencia de unificación de fecha 13 de mayo de 2014 con ponencia del 
Magistrado MAURICIO FAJARDO GOMEZ; en aquella oportunidad el Alto Tribunal expresó: 
 
“Respecto del alcance de la función de examen y calificación del Registrador de 
conformidad con las facultades que le fueron otorgadas según el Decreto-ley 1250 de 1970, 
el Consejo de Estado se ha pronunciado en los siguientes términos: 
 
Ahora bien, esta Corporación ha indicado que la etapa de calificación y examen de los 
actos jurídicos sujetos a registro y protocolizados a través de escritura pública, no se 
extiende al estudio de legalidad y validez del acto mismo, por cuanto, tratándose de 
documentos privados, dicho estudio es competencia del juez ordinario… (Cursiva original) 
 
(…) 
 
La Sala ha dicho, igualmente, que el examen y calificación que efectúa la sección jurídica 
de las Oficinas de Instrumentos Públicos, ‘…no puede ir más allá de verificar la naturaleza 
del acto y su registrabilidad y proceder de conformidad…’19, lo que no significa que la 
calificación a la que hacen referencia los artículos 24, 25 y 26 del Estatuto de Registro de 
Instrumentos Públicos sea una función mecánica, puesto que a los Registradores se les 
habilita para realizar una valoración jurídica que les permita determinar ‘…Si la inscripción 
del título es legalmente admisible…’ (Cursiva original) 
 
(…) 
 
Se reitera, según la jurisprudencia del Consejo de Estado, las condiciones de existencia y 
de validez del título cuya inscripción se requiere escapan a la competencia del Registrador, 
comoquiera que sobre esos aspectos única y exclusivamente puede pronunciarse el juez 
ordinario, dado que se trata de un negocio jurídico realizado entre particulares. Lo anterior 
se extiende al juez administrativo, en la medida en que no le es posible pronunciarse sobre 
las condiciones de existencia o validez del título, a menos que éste lo constituya un acto 
administrativo o un contrato estatal, caso en el cual, luego de surtir el procedimiento 
correspondiente, podrá hacer los pronunciamientos a que haya lugar.” 
 
Como claramente se observa, desde el año 2014 el más alto tribunal administrativo había fijado su 
posición clara respecto del control de legalidad de los registradores públicos, determinando que 
las condiciones de validez, existencia o nulidad de los títulos que se someten a registro, escapan 
de las competencias asignadas a los registradores de instrumentos públicos, pues acertadamente 
concluye, esa competencia calificadora sobre la sustancialidad de los actos es de la esfera única y 
exclusiva de los jueces de la República, ya sean ordinarios—para los documentos privados—o 
administrativos—para el caso de los actos administrativos—. 
 
Esta sentencia resulta bastante pertinente en nuestro análisis del tema puesto que si bien es del año 
2014—es decir, posterior a la Ley 1579 de 2012—la misma analiza la actividad calificadora a la 
luz del Decreto-Ley 1250 de 1970, el mismo que como dijéramos en su momento fue la base legal 
para expedir la cartilla referida de la Superintendencia de Notariado y Registro que nos permitió 
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ver la posición de aquella entidad respecto a esta actividad calificadora, posición institucional que 
reiteramos, continúa vigente hoy día y que a diario se plasma en los actos administrativos a través 
de los cuales la superintendencia resuelve los recursos de apelación que se presentan con ocasión 
de notas devolutivas dictadas por los registradores de instrumentos públicos. 
 
En este mismo sentido, recientemente y ya analizando el actual Estatuto Registral de 2012, la Corte 
Constitucional en reciente sentencia de unificación SU-464 de 2016, tuvo la oportunidad de 
referirse específicamente al artículo 16 de la Ley 1579 de 2012 en el cual se consagra la función 
de “calificación”, al respecto el alto tribunal dijo: 
 
“Desde el año de 1970 hasta la fecha, las etapas que han gobernado el proceso de 
inscripción de títulos son las siguientes: 
 
 
(…) 
 
 
a.Calificación registral del título… 
 
(…) 
 
En esta etapa se hace efectivo el principio de legalidad que permite presumir que las 
inscripciones son exactas y corresponden a la realidad jurídica. En desarrollo de esta 
función, el registrador tiene en cuenta dos elementos esenciales: i) el documento o título 
que se presenta para la inscripción; y ii) los asientos o inscripciones que existan en el folio 
de matrícula inmobiliaria20. Por lo tanto, el registrador debe limitarse a examinar la 
legalidad de las formas extrínsecas y la capacidad de los otorgantes del título. Además, debe 
observar si de acuerdo con los asientos que reposan en el folio real, puede o no inscribirse21.  
 
(…) 
 
... la función registral se encuentra orientada por los principios de legalidad, publicidad y 
buena fe, en especial, cuando en la etapa del registro se realiza la calificación de los 
instrumentos para determinar si pueden ser registrados o no. Este modelo de registro cuyo 
origen es prusiano, se conoce como un “sistema con efectos de exactitud de lo registrado”22, 
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puesto que el Registrador si bien no entra a definir situaciones sustanciales de los 
instrumentos públicos sometidos a su conocimiento, en su estudio debe tener en cuenta dos 
elementos esenciales: i) el documento o título que se presenta para la inscripción; y ii) los 
asientos o inscripciones que existan en el folio de matrícula inmobiliaria23. 
 
En ese orden de ideas, el Registrador debe limitarse a examinar la legalidad de las formas 
extrínsecas y la capacidad de los otorgantes del título. Además, está en la obligación de 
observar si de acuerdo con los asientos que reposan en el folio real, puede o no inscribirse. 
Por lo que existe una verificación sobre la legalidad formal de los títulos y su posibilidad 
de inscripción en el registro, lo que le otorga seguridad jurídica al tráfico comercial de los 
bienes inmuebles.”24 
 
Como se puede apreciar, el alto tribunal acertadamente establece que el control de legalidad que 
realizan los registradores de instrumentos públicos recae sobre las formas extrínsecas del 
documento, un control de legalidad sobre las formas del documento y no sobre la sustancialidad 
de los actos que se someten a registro, como lo interpretan quienes consideran que el control de 
legalidad de los registradores de instrumentos públicos es amplio y extensivo. 
 
De la gruesa lectura de las dos posiciones que existen respecto al alcance del control de legalidad 
de los registradores de instrumentos públicos podemos concluir que si bien la Ley 1579 de 2012 
establece como principio del sistema registral colombiano, el principio de legalidad y a través del 
artículo 16 le establece a los registradores de instrumentos públicos una función calificadora de 
los instrumentos sometidos a registro, dicho principio y su correspondiente materialización no 
deben ser entendidos en un sentido amplio o extensivo, extralimitado a una competencia para 
pronunciarse sobre la existencia, validez, nulidad y/o legalidad de los instrumentos sometidos a 
registro, esta función y competencia en nuestro ordenamiento nacional, como lo dijera el Consejo 
de Estado, es competencia de los jueces de la República y en caso de ser asumida por los 
registradores de instrumentos públicos estos estarían usurpando la función de los jueces y 
estaríamos entonces frente a una clara extralimitación de funciones. 
 
En conclusión y en contraste con las dos posturas doctrinales mencionadas anteriormente, 
encontramos que la visión que establece que el control de legalidad realizado por los registradores 
de instrumentos públicos se reduce a las formas extrínsecas de los actos está más ajustada a 
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derecho y actualizada jurisprudencialmente, no solo respecto al Estatuto Registral actual sino 
también a los demás cuerpos normativos relacionados con esta función pública de registro, 
especialmente y en consideración al especifico caso de las licencias urbanísticas, con la Ley 1437 
de 2011 y el Decreto Nacional 1077 de 2015, por esta razón concluimos que el principio de 
legalidad y la función calificadora de los registradores de instrumentos públicos, siguiendo el 
espíritu del Estatuto Registral colombiano—Ley 1579 de 2012—y la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado, se limita a las formas extrínsecas de los instrumentos, es 
decir, es un control de legalidad formal y no sustancial sobre los actos sometidos a registro. 
 
IMPLICACIONES PRÁCTICAS Y JURÍDICAS DE UN CONTROL DE LEGALIDAD 
“EXTENSIVO” POR PARTE DE LOS REGISTRADORES DE INSTRUMENTOS 
PÚBLICOS SOBRE LAS LICENCIAS URBANÍSTICAS. 
 
Como ya lo mencionamos, las licencias urbanísticas son actos administrativos a través de los 
cuales los curadores urbanos y/o los secretarios de planeación autorizan intervenciones 
urbanísticas en cumplimiento de las normas vigentes y en consecuencia sus titulares adquieren el 
derecho de desarrollo, ya sea parcelando, urbanizando o construyendo en los términos y 
condiciones expresados en la respectiva licencia. 
 
Siguiendo el normal desarrollo del sector constructivo-inmobiliario, los titulares de las licencias 
urbanísticas una vez obtienen la aprobación de su licencia inician la intervención de sus predios 
en los términos allí autorizados, así lo hacen tanto los pequeños constructores a quienes se les 
aprueba una reforma a su vivienda como los grandes constructores a quienes se les aprueba la 
construcción de una urbanización o un edificio, diferenciándose tal vez en que los segundos, esto 
es, aquellas personas naturales o jurídicas que tienen como actividad comercial la construcción y 
el desarrollo inmobiliario, con el fin de hacer viable financieramente su proyecto urbanístico, con 
el inicio de la construcción del mismo también inician ventas, o más exactamente, promesas de 
ventas sobre el proyecto, es lo que normalmente conocemos como venta sobre planos, donde lo 
que se hace es que la firma constructora inicia la venta del proyecto urbanístico basados en una 
licencia aprobada y se compromete a entregar los inmuebles una vez los haya construido, en 
palabras sencillas lo que se busca con esta estrategia reinante en el mercado inmobiliario es 
viabilizar financieramente el proyecto, mantener un flujo mínimo de caja, las constructoras 
normalmente no invierten miles de millones comprando un lote, urbanizándolo y construyendo 
toda la urbanización para después iniciar ventas, así no funciona el mercado inmobiliario, este 
requiere flujo de caja para hacer realidad los proyectos y este flujo lo adquieren a través de esta 
estrategia financiera-comercial, iniciar ventas desde el momento mismo del licenciamiento—
previos, claro está, del cumplimiento de ciertos requisitos que no son discusión acá como la entrega 
de áreas de cesión, etc.— 
 Basándonos en todo lo dicho hasta el momento, si debiéramos describir cronológicamente la 
existencia y el paso por el mundo jurídico de una licencia urbanística deberíamos decir qué: 1) 
Esta es aprobada por el curador urbano y/o secretario de planeación a través de un acto 
administrativo que como tal está amparado por presunción de legalidad, y que en consecuencia, 
hasta tanto no sea desvirtuada dicha presunción concede y autoriza a su titular intervenir 
urbanísticamente su predio en los términos allí aprobados, por razones didácticas a este momento 
nos permitimos denominar (Aprobación); 2) Una vez ha sido aprobada la licencia urbanística, el 
titular de la misma, amparado en la presunción de legalidad de aquel acto, inicia la construcción, 
parcelación, urbanización de su proyecto de acuerdo a lo aprobado, construcción que como es 
apenas lógico representa unas inversiones económicas para el titular de la licencia, momento que 
nos permitiremos llamar (Construcción); 3) Tratándose de personas dedicadas comercialmente al 
desarrollo inmobiliario, al mismo tiempo que inicia la construcción de su proyecto urbanístico, de 
manera paralela, este empresario realiza negocios jurídicos con terceros en torno a lo aprobado, 
inicia la comercialización de su proyecto, inicia ventas o promesas de ventas, constituye hipotecas, 
fiducias, entre otros tantos negocios jurídicos con terceros, amparadas todas estas operaciones en 
su legítimo entender de que aquella licencia ha sido legalmente aprobada y se encuentra ajustada 
a derecho, momento que nos permitiremos llamar (Comercialización); 4) Una vez construido el 
edificio, la casa, la urbanización, parcelado el predio, etc., el titular de la licencia acude a la notaría 
de su escogencia para elevar aquella licencia urbanística a escritura pública y así poder 
posteriormente registrarla, momento que nos permitiremos llamar (Escrituración) y; 5) Por último, 
previas las anteriores actuaciones, el titular de la licencia solicita a la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos del círculo registral de ubicación del inmueble el registro de su licencia 
urbanística, momentos que nos permitiremos llamar (Registro). 
 
Quien haya realizado algún ejercicio constructivo, grande o pequeño, familiar o empresarial, 
exceptuando para los ejercicios familiares el momento de (Comercialización), sabrá que la última 
institución ante la cual se lleva la licencia urbanística, es ante la Oficina de Registro de 
Instrumentos Públicos, la anterior cronología de la licencia, más que por cualquier otra cosa 
obedece a razones jurídicas, lógicas y prácticas, impensable sería por ejemplo, que una persona 
llevase a registrar una licencia urbanística a través de la cual se le aprobó la construcción de una 
edificación de cuatro pisos y en el respectivo folio de matrícula así quedara registrado pero en la 
realidad solo existiese un lote, o por el contrario se solicitara la apertura de los respectivos folios 
de matrícula de los cuatro pisos independientes aprobadas en una licencia de construcción pero en 
la realidad, por razones económicas solo se hubiese podido construir dos pisos y jamás se hubiesen 
construido los otros dos, por esta razón es apenas lógico que ante las oficinas de registro de 
instrumentos públicos se lleven las licencias urbanísticas una vez ellas ya han sido materializadas, 
como lo vimos, cuando ya han empezado a generar efectos entre terceros, cuando ya han implicado 
unas inversiones económicas por parte de sus titulares, de ahí lo grave de un control de legalidad 
amplio o extensivo por parte de los registradores de instrumentos públicos sobre la sustancialidad 
de aquellos actos, que como lo hemos ilustrado, en su inmensa mayoría y natural cronología ya 
han surtido una infinidad de efectos jurídicos, pero que además han sido expedidas por el 
funcionario competente para velar porque las mismas cumplan con la normatividad vigente y que 
además, como también lo vimos, gozan de presunción de legalidad en su naturaleza de acto 
administrativo y otorgan a sus titulares el derecho de construir, urbanizar, parcelar e intervenir sus 
predios en los términos allí aprobados y que en consecuencia, su titular no tiene por qué dudar 
sobre la concordancia de aquellas con toda la normatividad aplicable, titular que tiene toda la 
confianza que le debe brindar la administración en cuanto a la normalidad y ajuste de su licencia. 
 
Si bien hemos mencionado el impacto que un control de legalidad amplio y extensivo traería para 
los titulares de las licencias urbanísticas, las implicaciones de un control de legalidad así entendido 
no se reducen a los intereses y derechos de los titulares de las licencias urbanísticas, las 
implicaciones también recaen sobre la figura del registrador de instrumentos públicos, no podemos 
olvidar que en Colombia, por mandato constitucional, los servidores públicos son responsables 
por omisión y por extralimitación de sus funciones, en ese sentido si el registrador de instrumentos 
públicos se atribuye la competencia de calificar sustancialmente los actos sometidos a registro, 
está asumiendo también la responsabilidad disciplinaria en los casos en los cuales por alguna razón 
omita  realizar un control de legalidad preciso y una licencia urbanística es registrada en 
desconocimiento de alguna de la infinidad de normas que debe acatar y posteriormente se detecta 
dicha ilegalidad sustancial de la licencia, en otras palabras, dicha posición trae consigo que en la 
calificación de aquellos actos los registradores tendrían la obligación de cotejar las licencias 
urbanísticas con todas las normas que regulan la materia, que solo por hablar de normatividad 
urbanística están dispersas en más de 10 Decretos Nacionales—hoy compilados en el complejo 
Decreto 1077 de 2015—sumados a las leyes que en materia urbanística se debe seguir y toda la 
demás normatividad que directa o indirectamente está relacionada con las licencias urbanísticas, 
normatividad ambiental, normatividad agraria, normatividad administrativa, a lo cual debe 
sumársele la complejidad que significaría para los registradores de instrumentos públicos el 
perfecto conocimiento y manejo jurídico de todos los POT’S—Planes de Ordenamiento 
Territorial—de los municipios que comprenden su círculo registral, esto, claro está, refiriéndonos 
únicamente al tema de licencias urbanísticas del cual nos ocupamos en el presente artículo, pero 
sin olvidar que los registradores de instrumentos públicos deben registrar una infinidad de actos 
de diversa naturaleza y reglamentación, función que verdaderamente encontramos desbordada y 
funcionalmente amplísima. 
 
Como se puede apreciar, un control de legalidad amplio o extensivo por parte de los registradores 
de instrumentos públicos, de acuerdo a todo lo anterior, verdaderamente no se compadece con la 
misión y función del registro de la propiedad inmueble en Colombia, contraría la reciente 
jurisprudencia tanto del Consejo de Estado como de la Corte Constitucional, amplía, como lo 
vimos, indeseablemente y enormemente la responsabilidad de los registradores de instrumentos 
públicos y tratándose de las licencias urbanísticas, contraría principios de rango constitucional y 
legal como la presunción de legalidad de los actos administrativos, el derecho de los administrados 
a la seguridad jurídica, el derecho de los titulares de aquellas licencias a intervenir sus predios en 
los términos aprobados en ellas  y así mismo, como lo ejemplarizamos, es a todas luces un control 
anacrónico, tardío, generador de caos, inseguridad y litigios entre particulares y contra el Estado. 
 
Indistintamente del lenguaje o los eufemismos que se utilicen para referirse al principio de 
legalidad visto ampliamente, en la práctica esta posición terminaría convirtiendo la calificación en 
un control de legalidad sobre la sustancialidad de aquellos actos, sobre su nulidad, sobre su validez 
y toda clase de aspectos sustanciales que como claramente se pudo establecer, en nuestro sistema 
jurídico es de competencia exclusiva de los jueces de la República, razón por la cual todo 
pronunciamiento de la administración a través del cual se ataque directa o indirectamente la 
presunción de legalidad de un acto administrativo, debe entenderse, es una extralimitación de 
funciones de aquel funcionario quien estaría usurpando la competencia de los jueces de la 
República. 
 
Por todo lo anterior podemos concluir que el control de legalidad que realizan los registradores de 
instrumentos públicos a través de la calificación de las licencias urbanísticas, debe entenderse, es 
un control de legalidad sobre las formas extrínsecas de aquellos actos y no sobre su sustancialidad, 
todo lo demás que vaya más allá será una extralimitación de funciones con graves implicaciones 
tanto para el administrado como para el funcionario que asuma aquella competencia insostenible 
a la luz de la reciente jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Constitucional, seguramente 
indeseada también por el legislador de la Ley 1579 de 2012 y comprobadamente negativa para los 
usuarios del registro de instrumentos públicos en Colombia y el gremio constructor-inmobiliario. 
 
CONCLUSIONES 
 
Las licencias urbanísticas son aprobadas mediante actos administrativos de carácter particular y 
concreto expedidos por los curadores urbanos y/o secretarios de planeación municipal, quien en 
cumplimiento de su función y por tener expresamente la competencia legal, deben verificar que 
aquellas licencias cumplan con toda la normatividad aplicable (normatividad urbanística, sismo-
resistente, ambiental, agraria, etc.) y que en su calidad de actos administrativos gozan de presunción 
de legalidad, desvirtuable únicamente por los jueces de lo contencioso administrativo, razón por la 
cual una vez en firme dichos actos y hasta tanto los mismos no sean suspendidos o declarados nulos 
por la jurisdicción contenciosa administrativa, otorgan a sus titulares el derecho a intervenir sus 
bienes inmuebles en los términos allí establecidos. 
 Por su parte, el registro de la propiedad inmueble realizada por los registradores de instrumentos 
públicos tiene como finalidad: dar publicidad a los actos objeto de registro, servir de medio de 
tradición del dominio de los bienes raíces y revestir de mérito probatorio a los documentos sujetos 
a inscripción, con estos propósitos y en cumplimiento del principio de legalidad que exige registrar 
únicamente aquellos actos que reúnan las leyes para su inscripción, el registrador hace una 
calificación a los actos que son presentados para su registro, control de legalidad y calificación que 
de acuerdo a la más reciente jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Constitucional, recae 
única y exclusivamente sobre las formas extrínsecas de los mismos y no sobre la sustancialidad de 
los actos, control este último de competencia exclusiva de los jueces de la República, ya sean estos 
ordinarios o administrativos. 
 
Por esta razón, queda claro entonces que el alcance del control de legalidad de los registradores de 
instrumentos públicos sobre las licencias urbanísticas debe recaer única y exclusivamente sobre las 
formas de las mismas y no sobre su sustancialidad, lo contrario sería el caos, la inseguridad jurídica 
para los titulares de aquellas licencias urbanísticas que como se ejemplarizó cronológicamente 
vienen a ser presentadas ante los registradores de instrumentos públicos tiempo después que las 
mismas ya han generado un sinnúmero de efectos jurídicos y ya han sido materializadas a partir de 
la inversión de recursos económicos y transacciones comerciales. 
 
Por todo lo anterior podemos concluir que en aquellos casos en los cuales los registradores de 
instrumentos públicos inadmiten una licencia urbanística por razones sustanciales de las mismas, 
están con ello desconociendo la presunción de legalidad de aquellos actos administrativos, 
extralimitándose en sus funciones y desconociendo el derecho de los titulares de aquellas licencias, 
generándose con ello un verdadero caos jurídico entre los titulares de las licencias, los posibles 
terceros que hayan realizado negocios con ellos y entre todos aquellos y el Estado, particulares que 
seguramente y siguiendo lo establecido por las recientes sentencias analizadas en el presente 
artículo terminaran demandando patrimonialmente al Estado por los perjuicios económicos 
ocasionados con la extralimitación de funciones de los registradores de instrumentos públicos en 
su función calificadora como materialización del principio de legalidad ampliamente entendido. 
 
Así, tomando en consideración el panorama de caos e inseguridad anteriormente descrito, 
tomamos distancia respecto la primera de las posiciones expuesta en el presente artículo y en 
consecuencia siguiendo lo establecido por las sentencias de unificación analizadas y el verdadero 
fin del sistema registral en Colombia, concluimos que el control de legalidad que realizan los 
registradores de instrumentos públicos a las licencias urbanísticas está limitado a las formas 
extrínsecas de estas y no a la sustancialidad de las mismas. 
